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Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 

BOE 18 Diciembre 2003  

TÍTULO II 

Los tributos 

CAPÍTULO IV 

La deuda tributaria 

SECCIÓN 3 

LA PRESCRIPCIÓN 

Artículo 66 Plazos de prescripción  

Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos: 

• a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación. 

• b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas. 

• c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y 

el reembolso del coste de las garantías. 

• d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y 

el reembolso del coste de las garantías. 

Véanse:- Artículo 8 f) de la presente Ley. - Artículos 1961 a 1975 del Código Civil. - Artículo 15 de la Ley General Presupuestaria.  

L 58/2003 de 17 Dic. (General Tributaria)  

RD 24 Jul. 1889 (Código Civil)  

L 47/2003 de 26 Nov. (General Presupuestaria)  
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Artículo 67 Cómputo de los plazos de prescripción  

1. El plazo de prescripción comenzará a contarse en los distintos casos a los que se refiere el artículo anterior conforme a las siguientes reglas: 

• En el caso a), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para presentar la correspondiente 

declaración o autoliquidación. 

• En el caso b), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago en período voluntario, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el apartado 2 de este artículo. 

• En el caso c), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución derivada de 

la normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución pudo 

solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del 

plazo para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo; o desde el día siguiente a 

aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el 

acto impugnado. 

En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí, el plazo de prescripción 

para solicitar la devolución del ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde la resolución del 

órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo procedente. 

• En el caso d), desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas 

de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el 

derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías. 

2. El plazo de prescripción para exigir la obligación de pago a los responsables solidarios comenzará a contarse desde el día siguiente a la 

finalización del plazo de pago en período voluntario del deudor principal. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de los responsables solidarios previstos en el apartado 2 del artículo 42 de esta ley, 

dicho plazo de prescripción se iniciará en el momento en que ocurran los hechos que constituyan el presupuesto de la responsabilidad. 

Tratándose de responsables subsidiarios, el plazo de prescripción comenzará a computarse desde la notificación de la última actuación 

recaudatoria practicada al deudor principal o a cualquiera de los responsables solidarios. 

Artículo 68 Interrupción de los plazos de prescripción  

1. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el párrafo a) del artículo 66 de esta ley se interrumpe: 
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• a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente 

al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o parte de los 

elementos de la obligación tributaria. 

Véase artículo 195.3 y 4 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 

inspección tributaria. 

• b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal 

del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción 

penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por la recepción de la comunicación de un 

órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso. Téngase en  

cuenta la Sentencia T.S. (Sala 3.ª, Sección 2.ª) de 19 de abril de 2006, por la que se fija la siguiente doctrina legal:  

«La anulación de una liquidación tributaria por causa de anulabilidad no deja sin efecto la interrupción del plazo de  

prescripción producida anteriormente por consecuencia de las actuaciones realizadas ante los Tribunales  

Económicos Administrativos, manteniéndose dicha interrupción con plenitud de efectos» («B.O.E.» 25 septiembre).  

• c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda 

tributaria. 

2. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el párrafo b) del artículo 66 de esta ley se interrumpe: 

• a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, dirigida de 

forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria. 

• b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal 

del obligado en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso del deudor o por el ejercicio 

de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, así como por la recepción de la comunicación de un 

órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso. 

• c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al pago o extinción de la deuda tributaria. 
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3. El plazo de prescripción del derecho al que se refiere el párrafo c) del artículo 66 de esta ley se interrumpe: 

• a) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la devolución, el reembolso o la rectificación de su 

autoliquidación. 

• b) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase. 

4. El plazo de prescripción del derecho al que se refiere el párrafo d) del artículo 66 de esta ley se interrumpe: 

• a) Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la devolución o el reembolso. 

• b) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el pago de la devolución o el reembolso. 

• c) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase. 

5. Las actuaciones a las que se refieren los apartados anteriores y las de naturaleza análoga producirán los efectos interruptivos de la 

prescripción cuando se realicen en otro Estado en el marco de la asistencia mutua, aun cuando dichos actos no produzcan efectos interruptivos 

semejantes en el Estado en el que materialmente se realicen. 

Número 5 del artículo 68 introducido, con efectos desde 1 de enero de 2012, por el apartado 10 del número uno de la disposición final 

primera del R.D.-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la 

corrección del déficit público («B.O.E.» 31 diciembre).Vigencia: 1 enero 2012 Efectos / Aplicación: 1 enero 2012 

6. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de prescripción, salvo lo establecido en el apartado siguiente. 

Número 6 del artículo 68 renumerado, con efectos desde 1 de enero de 2012, por el apartado 10 del número uno de la disposición final 

primera del R.D.-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la 

corrección del déficit público («B.O.E.» 31 diciembre). Su contenido literal se corresponde con el del anterior número 5 del mismo 

artículo.Vigencia: 1 enero 2012 Efectos / Aplicación: 1 enero 2012 

7. Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la interposición del recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa, por el 

ejercicio de acciones civiles o penales, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción competente o la presentación de denuncia ante el 

Ministerio Fiscal o por la recepción de una comunicación judicial de paralización del procedimiento, el cómputo del plazo de prescripción se 
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iniciará de nuevo cuando la Administración tributaria reciba la notificación de la resolución firme que ponga fin al proceso judicial o que levante 

la paralización, o cuando se reciba la notificación del Ministerio Fiscal devolviendo el expediente. 

Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración del concurso del deudor, el cómputo del plazo de prescripción se 

iniciará de nuevo en el momento de aprobación del convenio concursal para las deudas tributarias no sometidas al mismo. Respecto a las deudas 

tributarias sometidas al convenio concursal, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando aquéllas resulten exigibles al 

deudor. Si el convenio no fuera aprobado, el plazo se reiniciará cuando se reciba la resolución judicial firme que señale dicha circunstancia. 

Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al plazo de prescripción del derecho de la Administración tributaria para exigir el pago cuando no 

se hubiera acordado la suspensión en vía contencioso-administrativa. 

Número 7 del artículo 68 renumerado, con efectos desde 1 de enero de 2012, por el apartado 10 del número uno de la disposición final 

primera del R.D.-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la 

corrección del déficit público («B.O.E.» 31 diciembre). Su contenido literal se corresponde con el del anterior número 6 del mismo 

artículo.Vigencia: 1 enero 2012 Efectos / Aplicación: 1 enero 2012 

8. Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho efecto se extiende a todos los demás obligados, incluidos los 

responsables. No obstante, si la obligación es mancomunada y sólo se reclama a uno de los obligados tributarios la parte que le corresponde, el 

plazo no se interrumpe para los demás. 

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, la interrupción de la prescripción sólo afectará a la deuda a la que se 

refiera. 

Número 8 del artículo 68 renumerado, con efectos desde 1 de enero de 2012, por el apartado 10 del número uno de la disposición final 

primera del R.D.-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la 

corrección del déficit público («B.O.E.» 31 diciembre). Su contenido literal se corresponde con el del anterior número 7 del mismo 

artículo.Vigencia: 1 enero 2012 Efectos / Aplicación: 1 enero 2012 

Artículo 69 Extensión y efectos de la prescripción  



 

Página 6 de 16

  

Bosch 14-02-2012
    

1. La prescripción ganada aprovecha por igual a todos los obligados al pago de la deuda tributaria salvo lo dispuesto en el apartado 7 del artículo 

anterior. 

2. La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya pagado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o 

excepcione el obligado tributario. 

3. La prescripción ganada extingue la deuda tributaria. 

Véanse artículos 1935 y 1974 del Código Civil. 

Artículo 70 Efectos de la prescripción en relación con las obligaciones formales  

1. Salvo lo dispuesto en los apartados siguientes, las obligaciones formales vinculadas a otras obligaciones tributarias del propio obligado sólo 

podrán exigirse mientras no haya expirado el plazo de prescripción del derecho para determinar estas últimas. 

2. A efectos del cumplimiento de las obligaciones tributarias de otras personas o entidades, las obligaciones de conservación y suministro de 

información previstas en los párrafos d), e) y f) del apartado 2 del artículo 29 de esta ley deberán cumplirse en el plazo previsto en la normativa 

mercantil o en el plazo de exigencia de sus propias obligaciones formales al que se refiere el apartado anterior, si este último fuese superior. 

Véase artículo 29 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria. 

Véanse artículos 138 a 143 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria. 

3. La obligación de justificar la procedencia de los datos que tengan su origen en operaciones realizadas en períodos impositivos prescritos se 

mantendrá durante el plazo de prescripción del derecho para determinar las deudas tributarias afectadas por la operación correspondiente. 

Véase artículo 29 de la presente Ley. 
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Artículo 103 Obligación de resolver  

1. La Administración tributaria está obligada a resolver expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de 

los tributos, así como a notificar dicha resolución expresa. 

2. No existirá obligación de resolver expresamente en los procedimientos relativos al ejercicio de derechos que sólo deban ser objeto de 

comunicación por el obligado tributario y en los que se produzca la caducidad, la pérdida sobrevenida del objeto del procedimiento, la renuncia o 

el desistimiento de los interesados. 

No obstante, cuando el interesado solicite expresamente que la Administración tributaria declare que se ha producido alguna de las referidas 

circunstancias, ésta quedará obligada a contestar a su petición. 

3. Los actos de liquidación, los de comprobación de valor, los que impongan una obligación, los que denieguen un beneficio fiscal o la suspensión 

de la ejecución de actos de aplicación de los tributos, así como cuantos otros se dispongan en la normativa vigente, serán motivados con 

referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho. 

Véanse artículos 42 y 54 LRJAP-PAC. 

Artículo 104 Plazos de resolución y efectos de la falta de resolución expresa  

1. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución será el fijado por la normativa reguladora del correspondiente procedimiento, sin que 

pueda exceder de seis meses, salvo que esté establecido por una norma con rango de ley o venga previsto en la normativa comunitaria europea. 

Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen plazo máximo, éste será de seis meses. 

El plazo se contará: 

• a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha de notificación del acuerdo de inicio. 

• b) En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, desde la fecha en que el documento haya tenido entrada en el 

registro del órgano competente para su tramitación. 

Queda excluido de lo dispuesto en este apartado el procedimiento de apremio, cuyas actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de 

prescripción del derecho de cobro. 

2. A los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente 

acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución. 
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Los períodos de interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente y las dilaciones en el procedimiento por causa no imputable a la 

Administración tributaria no se incluirán en el cómputo del plazo de resolución. 

3. En los procedimientos iniciados a instancia de parte, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa producirá los 

efectos que establezca su normativa reguladora. A estos efectos, en todo procedimiento de aplicación de los tributos se deberá regular 

expresamente el régimen de actos presuntos que le corresponda. 

En defecto de dicha regulación, los interesados podrán entender estimadas sus solicitudes por silencio administrativo, salvo las formuladas en los 

procedimientos de ejercicio del derecho de petición a que se refiere el artículo 29 de la Constitución y en los de impugnación de actos y 

disposiciones, en los que el silencio tendrá efecto desestimatorio. 

Cuando se produzca la paralización del procedimiento por causa imputable al obligado tributario, la Administración le advertirá que, 

transcurridos tres meses, podrá declarar la caducidad del mismo. 

4. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya notificado resolución expresa producirá 

los efectos previstos en la normativa reguladora de cada procedimiento de aplicación de los tributos. 

En ausencia de regulación expresa, se producirán los siguientes efectos: 

• a) Si se trata de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u 

otras situaciones jurídicas individualizadas, los obligados tributarios podrán entender desestimados por silencio 

administrativo los posibles efectos favorables derivados del procedimiento. 

• b) En los procedimientos susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen se producirá la caducidad del 

procedimiento. 

5. Producida la caducidad, ésta será declarada, de oficio o a instancia del interesado, ordenándose el archivo de las actuaciones. 

Dicha caducidad no producirá, por sí sola, la prescripción de los derechos de la Administración tributaria, pero las actuaciones realizadas en los 

procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción ni se considerarán requerimientos administrativos a los efectos previstos en 

el apartado 1 del artículo 27 de esta ley. 

Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los documentos y otros elementos de prueba obtenidos en dicho 

procedimiento, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad 

en relación con el mismo u otro obligado tributario. 

Véanse:- Artículos 43, 44, 57.2, 58.4, 59 y 92 LRJAP-PAC. - Artículos 102 a 104 del Reglamento General de las actuaciones y los 

procedimientos de gestión e inspección tributaria.  
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RD 1065/2007 de 27 Jul. (Reglamento General de actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de 

las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos)  

L 30/1992 de 26 Nov. (régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común)  

CAPÍTULO IV 

Actuaciones y procedimiento de inspección 

SECCIÓN 2 

PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN 

Subsección 2 

Iniciación y desarrollo 

Artículo 150 Plazo de las actuaciones inspectoras  

1. Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir en el plazo de 12 meses contado desde la fecha de notificación al obligado 

tributario del inicio del mismo. Se entenderá que las actuaciones finalizan en la fecha en que se notifique o se entienda notificado el acto 

administrativo resultante de las mismas. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución serán 

aplicables las reglas contenidas en el apartado 2 del artículo 104 de esta ley. 

No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance y requisitos que reglamentariamente se determinen, por otro período que no podrá 

exceder de 12 meses, cuando en las actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

• a) Cuando revistan especial complejidad. Se entenderá que concurre esta circunstancia atendiendo al volumen de 

operaciones de la persona o entidad, la dispersión geográfica de sus actividades, su tributación en régimen de 

consolidación fiscal o en régimen de transparencia fiscal internacional y en aquellos otros supuestos establecidos 

reglamentariamente. 

Véase artículo 195 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 

tributaria. 
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• b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el obligado tributario ha ocultado a la Administración tributaria 

alguna de las actividades empresariales o profesionales que realice. 

Los acuerdos de ampliación del plazo legalmente previsto serán, en todo caso, motivados, con referencia a los hechos y fundamentos de derecho. 

2. La interrupción injustificada del procedimiento inspector por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables 

al obligado tributario o el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento al que se refiere el apartado 1 de este artículo no determinará 

la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero producirá los siguientes efectos respecto a las obligaciones tributarias 

pendientes de liquidar: 

• a) No se considerará interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas hasta la 

interrupción injustificada o durante el plazo señalado en el apartado 1 de este artículo.  

En estos supuestos, se entenderá interrumpida la prescripción por la reanudación de actuaciones con conocimiento formal 

del interesado tras la interrupción injustificada o la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo 

al que se refiere el apartado 1 de este artículo. En ambos supuestos, el obligado tributario tendrá derecho a ser informado 

sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse. 

• b) Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones que hayan sido imputados 

por el obligado tributario al tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras tendrán el carácter de espontáneos a 

los efectos del artículo 27 de esta ley. 

Tendrán, asimismo, el carácter de espontáneos los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada 

con posterioridad al incumplimiento del plazo de duración del procedimiento previsto en el apartado 1 de este artículo y que hayan sido 

imputados por el obligado tributario al tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras. 

3. El incumplimiento del plazo de duración al que se refiere el apartado 1 de este artículo determinará que no se exijan intereses de demora 

desde que se produzca dicho incumplimiento hasta la finalización del procedimiento. 

4. Cuando se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal de acuerdo con lo previsto en el 

apartado 1 del artículo 180 de esta ley, dicho traslado producirá los siguientes efectos respecto al plazo de duración de las actuaciones 

inspectoras: 

• a) Se considerará como un supuesto de interrupción justificada del cómputo del plazo de dichas actuaciones. 

• b) Se considerará como causa que posibilita la ampliación de plazo, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 de este 

artículo, en el supuesto de que el procedimiento administrativo debiera continuar por haberse producido alguno de los 

motivos a los que se refiere el apartado 1 del artículo 180 de esta ley. 
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5. Cuando una resolución judicial o económico-administrativa ordene la retroacción de las actuaciones inspectoras, éstas deberán finalizar en el 

período que reste desde el momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se refiere el apartado 1 de este 

artículo o en seis meses, si aquel período fuera inferior. El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano 

competente para ejecutar la resolución. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior también se aplicará a los procedimientos administrativos en los que, con posterioridad a la ampliación del 

plazo, se hubiese pasado el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se hubiera remitido el expediente al Ministerio Fiscal y debieran 

continuar por haberse producido alguno de los motivos a que se refiere el apartado 1 del artículo 180 de esta ley. En este caso, el citado plazo se 

computará desde la recepción de la resolución judicial o del expediente devuelto por el Ministerio Fiscal por el órgano competente que deba 

continuar el procedimiento. 

Véanse:- Artículos 103 y 104 de la presente Ley. - Artículos 43, 44, 57 a 59 y 92 LRJAP-PAC. - Artículo 184 del Reglamento General de 

las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria.  

RD 1065/2007 de 27 Jul. (Reglamento General de actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de 

las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos)  

L 58/2003 de 17 Dic. (General Tributaria)  

L 30/1992 de 26 Nov. (régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común)  

CAPÍTULO V 

Actuaciones y procedimiento de recaudación 

SECCIÓN 3 

PROCEDIMIENTO FRENTE A RESPONSABLES Y SUCESORES 

Subsección 1 

Procedimiento frente a los responsables 

Artículo 174 Declaración de responsabilidad  

1. La responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la presentación de la 

autoliquidación, salvo que la ley disponga otra cosa. 
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Véase artículo 196 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria. 

2. En el supuesto de liquidaciones administrativas, si la declaración de responsabilidad se efectúa con anterioridad al vencimiento del período 

voluntario de pago, la competencia para dictar el acto administrativo de declaración de responsabilidad corresponde al órgano competente para 

dictar la liquidación. En los demás casos, dicha competencia corresponderá al órgano de recaudación. 

3. El trámite de audiencia previo a los responsables no excluirá el derecho que también les asiste a formular con anterioridad a dicho trámite las 

alegaciones que estimen pertinentes y a aportar la documentación que consideren necesaria. 

4. El acto de declaración de responsabilidad será notificado a los responsables. El acto de notificación tendrá el siguiente contenido: 

• a) Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad, con indicación del presupuesto de hecho habilitante y las 

liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto. 

• b) Medios de impugnación que pueden ser ejercitados contra dicho acto, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo 

para interponerlos. 

• c) Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el importe exigido al responsable. 

5. En el recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad podrá impugnarse el presupuesto de hecho habilitante y las 

liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sin que como consecuencia de la resolución de estos recursos o reclamaciones puedan revisarse 

las liquidaciones que hubieran adquirido firmeza para otros obligados tributarios, sino únicamente el importe de la obligación del responsable que 

haya interpuesto el recurso o la reclamación. 

No obstante, en los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 42 de esta Ley no podrán impugnarse las liquidaciones a las que alcanza 

dicho presupuesto, sino el alcance global de la responsabilidad. 

Número 5 del artículo 174 redactado por el apartado nueve del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para 

la prevención del fraude fiscal («B.O.E.» 30 noviembre).Vigencia: 1 diciembre 2006  

6. El plazo concedido al responsable para efectuar el pago en período voluntario será el establecido en el apartado 2 del artículo 62 de esta ley. 

Si el responsable no realiza el pago en dicho plazo, la deuda le será exigida en vía de apremio, extendiéndose al recargo del período ejecutivo 

que proceda según el artículo 28 de esta ley. 
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Véanse:- Artículos 34 y 99 de la presente Ley. - Artículo 84 LRJAP-PAC.  

L 58/2003 de 17 Dic. (General Tributaria)  

L 30/1992 de 26 Nov. (régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común)  

Artículo 175 Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria  

1. El procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria, según los casos, será el siguiente: 

• a) Cuando la responsabilidad haya sido declarada y notificada al responsable en cualquier momento anterior al vencimiento 

del período voluntario de pago de la deuda que se deriva, bastará con requerirle el pago una vez transcurrido dicho 

período. 

• b) En los demás casos, una vez transcurrido el período voluntario de pago de la deuda que se deriva, el órgano competente 

dictará acto de declaración de responsabilidad que se notificará al responsable. 

2. El que pretenda adquirir la titularidad de explotaciones y actividades económicas y al objeto de limitar la responsabilidad solidaria 

contemplada en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 42 de esta ley, tendrá derecho, previa la conformidad del titular actual, a solicitar de la 

Administración certificación detallada de las deudas, sanciones y responsabilidades tributarias derivadas de su ejercicio. La Administración 

tributaria deberá expedir dicha certificación en el plazo de tres meses desde la solicitud. En tal caso quedará la responsabilidad del adquirente 

limitada a las deudas, sanciones y responsabilidades contenidas en la misma. Si la certificación se expidiera sin mencionar deudas, sanciones o 

responsabilidades o no se facilitara en el plazo señalado, el solicitante quedará exento de la responsabilidad a la que se refiere dicho artículo. 

Véase artículo 125 del Reglamento General de Recaudación. 

Artículo 176 Procedimiento para exigir la responsabilidad subsidiaria  

Una vez declarados fallidos el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, la Administración tributaria dictará acto de declaración 

de responsabilidad, que se notificará al responsable subsidiario. 

Véase artículo 126 del Reglamento General de Recaudación. 
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TÍTULO IV 

La potestad sancionadora 

CAPÍTULO I 

Principios de la potestad sancionadora en materia tributaria 

Artículo 180 Principio de no concurrencia de sanciones tributarias  

1. Si la Administración tributaria estimase que la infracción pudiera ser constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, pasará el tanto de culpa 

a la jurisdicción competente, o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo, que quedará 

suspendido mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la 

devolución del expediente por el Ministerio Fiscal. 

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición de sanción administrativa. 

De no haberse apreciado la existencia de delito, la Administración tributaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuerdo con los hechos que 

los tribunales hubieran considerado probados, y se reanudará el cómputo del plazo de prescripción en el punto en el que estaba cuando se 

suspendió. Las actuaciones administrativas realizadas durante el período de suspensión se tendrán por inexistentes. 

Número 1 del artículo 180 redactado por el apartado diez del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para 

la prevención del fraude fiscal («B.O.E.» 30 noviembre).Vigencia: 1 diciembre 2006  

2. Una misma acción u omisión que deba aplicarse como criterio de graduación de una infracción o como circunstancia que determine la 

calificación de una infracción como grave o muy grave no podrá ser sancionada como infracción independiente. 

3. La realización de varias acciones u omisiones constitutivas de varias infracciones posibilitará la imposición de las sanciones que procedan por 

todas ellas. Entre otros supuestos, la sanción derivada de la comisión de la infracción prevista en el artículo 191 de esta ley será compatible con 

la que proceda, en su caso, por la aplicación de los artículos 194 y 195 de esta ley. Asimismo, la sanción derivada de la comisión de la infracción 

prevista en el artículo 198 de esta ley será compatible con las que procedan, en su caso, por la aplicación de los artículos 199 y 203 de esta ley. 

4. Las sanciones derivadas de la comisión de infracciones tributarias resultan compatibles con la exigencia del interés de demora y de los recargos 

del período ejecutivo. 
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Véanse artículos 32 y 33 del Reglamento General de Recaudación. 

CAPÍTULO II 

Disposiciones generales sobre infracciones y sanciones tributarias 

SECCIÓN 4 

EXTINCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DERIVADA DE LAS INFRACCIONES Y DE LAS SANCIONES TRIBUTARIAS 

Artículo 189 Extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones tributarias  

1. La responsabilidad derivada de las infracciones tributarias se extinguirá por el fallecimiento del sujeto infractor y por el transcurso del plazo 

de prescripción para imponer las correspondientes sanciones. 

2. El plazo de prescripción para imponer sanciones tributarias será de cuatro años y comenzará a contarse desde el momento en que se 

cometieron las correspondientes infracciones. 

3. El plazo de prescripción para imponer sanciones tributarias se interrumpirá: 

• a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del interesado, conducente a la 

imposición de la sanción tributaria. 

Las acciones administrativas conducentes a la regularización de la situación tributaria del obligado interrumpirán el plazo 

de prescripción para imponer las sanciones tributarias que puedan derivarse de dicha regularización. 

• b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción 

penal, así como por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de dichos procedimientos. 

4. La prescripción se aplicará de oficio por la Administración tributaria, sin necesidad de que la invoque el interesado. 

Artículo 190 Extinción de las sanciones tributarias  

1. Las sanciones tributarias se extinguen por el pago o cumplimiento, por prescripción del derecho para exigir su pago, por compensación, por 

condonación y por el fallecimiento de todos los obligados a satisfacerlas. 

2. Será de aplicación a las sanciones tributarias lo dispuesto en el capítulo IV del título II de esta ley. 
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En particular, la prescripción del derecho para exigir el pago de las sanciones tributarias se regulará por las normas establecidas en la sección 

tercera del capítulo y título citados relativas a la prescripción del derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias 

liquidadas y autoliquidadas. 

3. La recaudación de las sanciones se regulará por las normas incluidas en el capítulo V del título III de esta ley. 

4. Las sanciones tributarias ingresadas indebidamente tendrán la consideración de ingresos indebidos a los efectos de esta ley. 


